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León, Guanajuato, a 13 trece de diciembre del año 2013, dos mil trece. . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 221/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del entonces DIRECTOR GENERAL DE TRANSITO y de la entonces TESORERA MUNICIPAL, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la actora impugna la calificación del acta de infracción … en la que se le impone una multa … y el requerimiento de pago … . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La entonces Tesorera Municipal en su contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el acto administrativo impugnado por la actora se consumió de un modo irreparable. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que analizando la naturaleza del acto impugnado que consiste en la calificación de la infracción, se concluye que no estamos en presencia de un acto consumado de modo irreparable; pues, para efectos del proceso administrativo se entiende como actos consumados de manera irreparable como aquellos que material y legalmente no sea posible que vuelvan las cosas al estado que guardaban antes de la violación; lo que en la especie no acontece, dado que tratándose de la calificación de la infracción, a través de un acto jurisdiccional como lo es la sentencia definitiva pueden quedar insubsistentes y sin efecto legal alguno, por tal virtud, es el caso que no se actualiza esta causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, la entonces Tesorera Municipal aduce que el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, establece que la demanda deberá presentarse dentro de los 30 treinta días siguientes a aquél en el que haya surtido efectos la notificación o aquél en el que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución; manifestando en su demanda que fue el 15 quince de marzo del año 2012, dos mil doce, cuando supo de la infracción impuesta a su persona y presentó su demanda el 18 dieciocho de junio del 2012 dos mil doce, transcurriendo con exceso el límite para interponer la demanda de ahí que por consentimiento tácito se entiende que el proceso administrativo no se promueva dentro del citado plazo de 30 treinta días hábiles. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que, en principio se impone precisar que la actora no impugna el acta de infracción, sino que combate su calificación y ésta como acto final del procedimiento administrativo es susceptible de impugnarse por vicios propios; en segundo lugar cabe mencionar que la impugnación se encuentra realizada en tiempo y forma, por lo siguiente: el artículo 263, primer párrafo, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, contempla el término de 30 treinta días hábiles para presentar la demanda y la forma de computarlo, numeral que en lo conducente establece: “Artículo 263.- La demanda deberá formularse por escrito y presentarse ante el Tribunal o Juzgado respectivo dentro de los treinta días siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución impugnado o a aquél en que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución,…”; como se advierte este numeral prevé tres hipótesis jurídicas, en las que el plazo se computa de forma diferente; a).- La primer hipótesis se actualiza cuando formalmente existe notificación y el plazo legal empieza a correr al día siguiente a aquél en que surtió efectos la notificación del acto o resolución impugnado; b).- La segunda hipótesis se configura cuando el interesado se haya ostentado sabedor del contenido del acto o resolución impugnado y el término legal empieza a computarse al día siguiente; y, c).- La tercera hipótesis se materializa cuando el interesado se haya ostentado sabedor de su ejecución del acto o resolución impugnado y el término legal empieza a contarse al siguiente día. De este modo, la actora en la demanda señala como acto combatido la calificación de la infracción y en expresa que se hizo sabedora de este acto hasta el día 28 veintiocho, de mayo del año 2012, dos mil doce; de ahí resulta, que bajo la tesitura del numeral comentado, se actualiza la hipótesis jurídica señalada en segundo término,  por tanto, se concluye que en este caso concreto el plazo legal de 30 treinta días se computa a partir del día siguiente al en que el impetrante tuvo conocimiento de la calificación de la infracción que se tilda de ilegal, esto es, en otras palabras, el referido término legal empieza a correr a partir del 29 veintinueve de mayo del año 2012 dos mil doce, pues expresa que ese día conoció el acto de calificación combatido, fecha en que se practicó la notificación del requerimiento de pago también impugnado, por consiguiente, dicho conocimiento constituye un elemento válido a partir del cual se puede determinar la oportunidad para presentar la demanda de nulidad, puesto que la fecha que se desprenda de la diligencia de notificación del referido requerimiento de pago debe tenerse en consideración para impugnar la calificación de la infracción; lo anterior es así, ya que en el presente expediente no obra elemento alguno qué desvirtué la manifestación de la actora expresada en el sentido de que tuvo conocimiento del acto de calificación de la infracción el día 28 veintiocho, de mayo del año 2012, dos mil doce, amén de que el Director General de Tránsito Municipal no aportó medio convictivo alguno tendente a demostrar que el justiciable conoció el acto relativo a la calificación en fecha diversa y anterior a la señalada en el escrito de demanda, de esta forma, la demanda se encuentra presentada dentro el plazo de 30 treinta días hábiles que prevé el artículo 263, primer párrafo, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, la entonces Tesorera Municipal y el entonces Director General de Tránsito Municipal en la contestación de la demanda, aducen la inexistencia del acto impugnado; la autoridad señalada en primer término expresa que en el caso específico al no existir el acto impugnado debe sobreseerse el proceso, mientras que la segunda autoridad arguye que opera la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud que no se desprende de manera alguna acto reclamado en contra de esa autoridad y ambas niegan haber emitido u ordenado alguno de los actos de los que se duele el inconforme y debe decretarse el sobreseimiento. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de lo siguiente, es importante señalar que conforme a lo señalado por el artículo 15 del Reglamento Para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, tanto el Director General de Tránsito como la entonces Tesorera Municipal, cuentan con facultades para calificar la infracción combatida, pero a pesar de lo anterior, ambas autoridades niegan haber llevado a cabo la calificación de la infracción y ninguna indica que autoridad emitió dicho acto tildado ilegal, además en el requerimiento de pago tampoco se expresa de manera expresa de que Dependencia Municipal procede la calificación que es el acto en donde a la actora se le aplicó la sanción consistente en multa; de esta manera, resulta imposible determinar qué autoridad emitió el acto de calificación de la infracción impugnada, es decir, que autoridad aplicó la multa que nos ocupa y de proceder en términos de lo solicitado por las demandadas se dejaría en completo estado de indefensión a la justiciable, luego entonces, en este supuesto y tomando en cuenta que el agente de tránsito que levanto el acta de infracción da cuenta de las actas de infracción a la Dirección General de Tránsito Municipal, resulta que se tiene al Titular de esta Dependencia como autoridad responsable de la emisión de la calificación de la infracción, de esta forma, al caso concreto del justiciable resulta aplicable el principio general de derecho que reza: “En caso de duda opera a favor de la parte reo”; de manera que ante la duda de quien calificó la infracción, en la especie se determina a favor del justiciable que el Director General de Tránsito de este Municipio, que fue quien asumió la calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisado lo anterior, cabe concluir que, partiendo de la premisa de que en el sumario no existe medio convictivo alguno que acredite que la entonces Tesorera Municipal haya llevado a cabo, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar la calificación de la infracción, por ende, se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción VI del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a la entonces Tesorera Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En merito de lo anterior y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo  261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el único concepto de impugnación que expresa la actora en su demanda indica que la ilicitud referente a la calificación de la infracción … es violatoria a los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2° de la Constitución Política Particular en el Estado de Guanajuato y 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, el cual establece que: “El Poder Público únicamente puede lo que la Ley le concede y el gobernado todo lo que ésta no le prohíbe…”, es decir, que dicho precepto establece la medida y justificación de los actos de autoridad deben tener sustento y fundamento, en un precepto legal que le conceda la atribución; que el acto de calificación constituye la materialización de la voluntad de la autoridad competente de la imposición de la sanción establecida por la norma jurídica aplicable, atendiendo a parámetros que la misma prevé; lo anterior es así, ya que sería tanto como afirmar que desde el momento en que se levanta un acta, esta se califica de forma automática, actualizando la multa prevista como sanción, haciendo nugatoria la garantía de audiencia y dejando en estado de indefensión al particular al no poder ofrecer y rendir pruebas a efecto de desvirtuar la voluntad unilateral del agente de tránsito y demostrar que no cometió la infracción o si la cometió, se le imponga la sanción de acuerdo a las formalidades previstas para el procedimiento administrativo en el citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. En tanto, que el Director General de Tránsito, en la contestación de  la demanda adecue que niega lisa y llanamente que le haya causado agravio alguno a la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Es FUNDADO en este sentido el concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, de las constancias que integran el sumario se advierte que la autoridad demandada le impuso a la justiciable una multa sin llevar a cabo la calificación de la infracción, ello es así, en razón de que la autoridad demandada omitió exhibir el acta de calificación de la infracción, por tanto, resulta evidente que la sanción se le aplicó sin que previamente le haya respetado su garantía de audiencia, la que por mandato del artículo 223, de la Ley Orgánica para los Municipios del Estado de Guanajuato, antes de calificar la infracción se tiene el deber de brindarle la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, así como formular alegaciones, tendentes a desvirtuar los hechos que se le atribuyen, al establecer:  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 223.‑ En el procedimiento de calificación de la infracción e imposición de la sanción correspondiente, se respetará la garantía de audiencia del infractor.”

Este precepto legal consagra a favor de la actora el derecho de defensa previa, por ende, la autoridad administrativa se encuentra constreñida a observar las formalidades del procedimiento administrativo necesarias para respetar ese derecho, sin embargo, es el caso que el Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmosfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, no contempla procedimiento administrativo alguno para llevar a cabo la calificación de la infracción imputada a la parte actora, luego entonces, a fin de darle a la justiciable el derecho de defensa previa, es menester aplicar a dicho Reglamento de manera supletoria el Código de Procedimiento de Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato, pues en su artículo 133, establece cuando opera la supletoriedad, por tal motivo resulta aplicable el artículo 214 del Código relativo, numeral que establece: . . . . . . 
“Artículo 214.- El citatorio de garantía de previa audiencia contendrá:
I.- El nombre de la persona a la que se dirige;

II.- El lugar, fecha y hora en la que tendrá verificativo la audiencia;

III.- El objeto y alcance de la audiencia;

IV.- Los motivos y fundamentos de hecho y de derecho en que se sustente, y se pondrán a disposición del interesado las constancias respectivas para su consulta;

V.- El derecho del interesado a aportar pruebas y alegar en la audiencia por sí o por medio de defensor; y

VI.-  La fecha de emisión, nombre, cargo y firma de la autoridad administrativa que

lo emite.

La audiencia se celebrará después de tres y antes de diez días, contados a partir de que surta efectos la notificación del citatorio.”

Sin embargo, es el caso que a la justiciable no se le respetó el derecho de previa audiencia, establecido a su favor en el citado artículo 214, pues como se advierte de las constancias que integran el expediente que se resuelve, no obra medio de convicción alguno tendente a demostrar que se agotó el procedimiento respetivo, de manera previa a la calificación de la referida acta de infracción, en donde a la parte actora se le impone la multa … omisión que constituye un vicio del procedimiento que afecta la defensa de la impetrante, que origina la multa impuesta a la actora, sin celebrar la audiencia de calificación de la infracción respectiva, por ende, este cato combatido carece del elemento de validez establecido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que esta irregularidad que trae consigo la nulidad de la multa combatida. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Así las cosas y partiendo de la premisa de que la multa impugnada trae como consecuencia el requerimiento de pago combatido, entonces, éste último acto asume el carácter de accesorio, de donde resulta que, si la multa es ilegal, entonces lo procedente es declarar la nulidad del acto consecuente como lo es el requerimiento de pago, relativo al crédito …, suscrito por la Directora General de Ingresos de este Municipio, en virtud de que se deriva de un acto viciado de origen, por tanto, en la especie es aplicable el principio general de derecho que reza “lo accesorio sigue la suerte de lo principal”. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, los actos impugnados afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la actora, al violarse en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo y 223, de la Ley Orgánica para los Municipios del Estado de Guanajuato; y, 214 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tal virtud, con fundamento en los artículos 300, fracción III y 302 fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la multa impuesta a la actora … y del requerimiento de pago …, suscrito por la Directora General de Ingresos de este Municipio, para el efecto de que la autoridad competente reponga el procedimiento administrativo de calificación de la infracción e imposición de la sanción, a partir del citatorio a la audiencia prevista en el artículo 214 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la que deberá celebrarse respetando las formalidades esenciales del procedimiento administrativo exigidas por dicho numeral; por consiguiente, se le concede a la demandada el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada esta sentencia, para dar cumplimiento a este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado al mismo; ahora bien, sobre el particular se precisa que el impetrante en su demanda argumenta violaciones de carácter formal, lo que determina la declaración de la nulidad para el efecto de subsanar la violación del derecho de ofrecer y desahogar pruebas así como de alegar lo que a su interés convenga, antes de que se califique la infracción de tránsito, ya que con el procedimiento se persigue garantizar el derecho de defensa del impetrante, por ello, el derecho vulnerado se restituye al justiciable subsanando la irregularidad mediante la reposición del procedimiento administrativo, a partir del citatorio a la audiencia prevista en el artículo 214 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . 
Por último, cabe  aclarar que la  procedencia de la  argumentación lógica y jurídica 
enderezada respecto al derecho de audiencia previa analizada en los párrafos que anteceden excluye el estudio de los demás conceptos de violación argüidos en la demanda. De esta manera, en la especie sólo se entró al estudio de la garantía de audiencia, en razón de que constituye una violación de carácter formal en el procedimiento administrativo, por ello, no se analizaron las demás cuestiones aducidas en la demanda; además, de que primero se da la fase de ofrecimiento, desahogo de pruebas y alegatos, y posteriormente viene la calificación de la infracción, fase en donde se funda y motiva la comisión de la falta y se aplica la sanción de carácter económico. Al respecto resulta ilustrativa la Tesis de Jurisprudencia con número de registro: 213.013, en materia(s): Común, localizada en la Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.75, Marzo de 1994. Tesis: V.2o. J/87. Página: 55, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACION POR VICIOS DE FORMA DEL ACTO RECLAMADO. SU PROCEDENCIA EXCLUYE EL EXAMEN DE LOS QUE SE EXPRESAN POR FALTAS DE FONDO (AUDIENCIA, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL ACTO EN CITA). Cuando se alegan en la demanda de amparo violaciones formales, como lo son las consistentes en que no se respetó la garantía de audiencia o en la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado y tales conceptos de violación resultan fundados, no deben estudiarse las demás cuestiones de fondo que se propongan, porque las mismas serán objeto ya sea de la audiencia que se deberá otorgar al quejoso o, en su caso, del nuevo acto, que emita la autoridad; a quien no se le puede impedir que lo dicte, purgando los vicios formales del anterior, aunque tampoco puede constreñírsele, a reiterarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III  y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO respecto al Tesorero Municipal de León,  Guanajuato, por  las  consideraciones  lógicas y  jurídicas  expresadas en el  tercer 
considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD de la multa impuesta a la actora … y se su acto consecuente como lo es el requerimiento de pago, relativo al crédito …, suscrito por la Directora General de Ingresos de este Municipio, para el efecto de que el Director General de Tránsito Municipal reponga el procedimiento administrativo de calificación de la infracción e imposición de la sanción, a partir del citatorio a la audiencia prevista en el artículo 214 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la que deberá celebrarse respetando las formalidades esenciales del procedimiento administrativo exigidas por dicho numeral, concediéndose el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada esta sentencia, para dar cumplimiento a este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado al mismo; lo anterior, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el Licenciado Eliverio García Monzón, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la Licenciada Ofelia Gómez Hernández, en suplencia temporal de la Licenciada Ma. Teresa Alférez Rodríguez, en términos del artículo 245, último párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor y del oficio número JAM/7707/2013, de fecha 03 tres de diciembre del año 2013, dos mil trece, suscrito por el titular de este Juzgado; quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
